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se enfadó un poco. Y le cogió la mano y le obligó a
masturbarle». Previamente su hermana había declarado
que «con su hermana no ha visto nada. Jugando con
José Ramón le insistió una vez para que tuviera rela-
ciones con ella y como no quería la tiró»; y que en una
ocasión la había visto llorar. Debe consignarse asimismo
que los psicólogos que informaron como peritos en el
proceso se refirieron en su intervención en el juicio oral
al tema de la voluntariedad del comportamiento de las
víctimas.

En conclusión, la delimitación de la acusación en lo
relativo a la calificación de los hechos enjuiciables con-
dujo a una condena que, al menos en la medida en
que se sustentara esencialmente en la «fuerza», presu-
ponía un elemento típico esencial no incluido en aquélla.
Esta parcial heterogeneidad formal no impidió, sin
embargo, la homogeneidad material de la condena con
el objeto real del debate procesal. No constatamos, pues,
ningún detrimento relevante del derecho fundamental
a la defensa ya que el recurrente pudo defenderse con
plenitud de los hechos que se le atribuían y de la razón
jurídica de tal atribución.

7. El segundo motivo de la demanda se queja de
la falta de motivación en relación con la inferencia del
relato de hechos probados y en relación con la deter-
minación final de la pena.

Ninguna de las dos concreciones del motivo puede
conducir ahora al amparo. La primera, porque la Sen-
tencia de instancia expresa paladinamente la fuente pro-
batoria de la que se vale prioritariamente (las declara-
ciones de la víctima) y porque sugiere también la cre-
dibilidad de los testimonios utilizados como criterio de
selección para la construcción del relato fáctico. Puede
parecer una explicación parca, pero no es lo decisivo
para evaluar el respeto al derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva la extensión, el detalle o claridad en la
expresión de los motivos, sino su propia existencia y
su suficiencia para transmitir las razones jurídicas esen-
ciales de la decisión judicial. Es palmario que ello sucede
así en la Sentencia impugnada, máxime cuando, como
señala el Tribunal Supremo, la convicción del juzgador
se fundamentó en percepciones inherentes a la inme-
diación judicial que son de difícil comunicación.

La segunda queja por falta de motivación tuvo aco-
gida y reparación en fase de casación. La Sala Segunda
del Tribunal Supremo admite el defecto alegado y, recu-
perada la instancia, en su segunda Sentencia, acuerda
que corresponde a la pena máxima posible a la agresión
sexual violenta «porque la intensa y maliciosa conducta,
y la extensión subjetiva y objetiva del daño causado por
su grave trascendencia al prolongarse estas actividades
durante un amplio período de tiempo, unido a la índole
de las mismas, caracterizadas por el abuso sexual de
menores que merecen una cuidadosa protección en el
desarrollo de su personalidad, con reconocimiento cons-
titucional y en acuerdos internacionales (art. 39.4 de
la Constitución Española), inclinan al Tribunal, en fun-
ciones de instancia, a la exacerbación de la pena» (fun-
damento de Derecho 4 de la segunda Sentencia).

8. Tampoco puede prosperar el último motivo, ati-
nente al derecho a la presunción de inocencia. De las
tres quiebras en las que el recurrente centra su queja
debe descartarse ya, de entrada, la primera, relativa a
la correspondencia de las calificaciones finales de la con-
dena con los concretos comportamientos declarados
probados. La razón del rechazo es que no se refiere
a materia propia del derecho fundamental invocado, cual
sería el origen y sustento del relato de hechos probados,
sino a una fase posterior de la decisión condenatoria,
cual es la subsunción jurídica.

No puede correr mejor suerte la alegación de falta
de sustrato del único comportamiento catalogado como
violento, a la vista de los testimonios que se recogen
en el fundamento jurídico 5 de esta Sentencia. La tercera
queja, finalmente, se refiere a dos de las diversas con-
ductas constatadas: amén de que la Sentencia de casa-
ción específica la fuente probatoria de la primera [con-
ducta a) o b) del relato de hechos probados] y de que
en las declaraciones de la víctima en el juicio oral se
encuentra la narración de la segunda [conducta d) del
relato de hechos probados], debe destacarse que por
imperativo de la vigencia del principio acusatorio el Tri-
bunal Supremo sólo condenó —sólo declaró la culpa-
bilidad— por cuatro de los múltiples comportamientos
no violentos que se describen en el relato fáctico.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de diciembre de mil nove-
cientos noventa y siete.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zabal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rubricados.

1168 Sala Segunda. Sentencia 226/1997, de 15
de diciembre de 1997. Recurso de amparo
1.402/1995. Contra providencia del Juzgado
de Primera Instancia número 1 de Córdoba
por la que se inadmitió recurso de reposición
intentado frente a providencia anterior. Vul-
neración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva: inadmisión de recurso lesiva del derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.402/95, promovido
por doña Ana Jiménez Risquez, que actúa por sí y en
representación de sus hijos menores Albino, Bárbara y
Rafael Suárez Jiménez, representada por el Procurador
de los Tribunales don Santos de Gandarillas Carmona
y asistida por el Letrado don Jesús Jurado Pérez, contra
la providencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 1
de Córdoba, de 24 de marzo de 1995, por la que se
inadmitió el recurso de reposición intentado frente a pro-
videncia del día 17 de marzo anterior. Ha sido parte
la entidad «Comercial Briceño, S. L.» representada por
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el Procurador de los Tribunales don Antonio de Palma
Villalón y asistida por el Letrado don José María Muriel
de Andrés. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Carles Viver Pi-Sunyer, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 19 de
abril de 1995 se interpuso la demanda de amparo de
la que se ha hecho mención en el encabezamiento. Los
hechos en que la misma se fundamenta son, sucinta-
mente expuestos, los siguientes:

a) El 16 de enero de 1989 se produjo el falleci-
miento, en accidente laboral, del esposo y padre de los
hoy recurrentes, don Manuel Suárez Cobas. De ello trajo
causa la interposición de una demanda de responsa-
bilidad civil que dio lugar al juicio de menor cuantía
núm. 1.502/91, seguido ante el Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Córdoba, que concluyó mediante
Sentencia, de 26 de abril de 1993, en la que se condenó
a don Juan Carmona Rey y a la mercantil «Comercial
Rubio Briceño, S. A.» a indemnizarles conjunta y soli-
dariamente por la cantidad de 18.000.000 de pesetas
más intereses. Dicha Sentencia fue confirmada en rollo
núm. 110/93 de la Audiencia Provincial de Córdoba.

b) Instada la ejecución, se solicitó el embargo del
capital social de la empresa condenada, que ascendía
a la cantidad de 2.500.000 pesetas. Al objeto de poder
hacer efectiva la totalidad de la deuda, interpusieron los
recurrentes nueva demanda, esta vez frente a don Anto-
nio Rubio Briceño, dueño real de la mercantil condenada
y empleador del también condenado, don Juan Carmona
Rey. La demanda dio lugar al juicio de menor cuantía
núm. 577/94, seguido también ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 1 de Córdoba, en cuyo trámite el
demandado opuso las excepciones de cosa juzgada y
prescripción de la acción. Mediante Sentencia de 6 de
marzo de 1995 se acogió la excepción de cosa juzgada
y se absolvió al demandado. El Juzgado fundamentó
su decisión en la absoluta identidad en la acción y en
la causa de pedir con respecto a la Sentencia anterior,
así como en la apreciación de que entre «Comercial
Rubio Briceño, S. A.» y don Antonio Rubio Briceño existía
el vínculo de solidaridad a que se refiere el art. 1.252.3
del Código Civil.

c) Conocida esta última Sentencia, los ahora
recurrentes en amparo instaron de nuevo la ejecución
de la recaída en el primer juicio, solicitando se librara
mandamiento de embargo contra los bienes tanto de
la mercantil condenada como de su propietario, don
Antonio Rubio Briceño, apoyándose tal solicitud en que,
según la Sentencia recaída en los autos 577/94, se daba
la identidad entre personas unidas por vínculo de soli-
daridad, tal y como establece el art. 1.253.3 del Código
Civil.

d) Por providencia, de 17 de marzo de 1995, se
accedió al primero de los embargos, pero no al segundo,
por no haber sido el señor Rubio condenado en la Sen-
tencia objeto de ejecución.

e) Contra la mencionada providencia se alzaron los
recurrentes en reposición, recurso que fue inadmitido
por nueva providencia de 24 de marzo, que literalmente
afirma: «Dada cuenta; el anterior escrito, únase. No admi-
tiendo lo solicitado, por no citar la disposición de la Ley
de Enjuiciamiento Civil, supuestamente infringida, como
exige taxativamente el art. 377 L.E.C.».

3. Para los recurrentes en amparo la última de las
providencias mencionadas ha supuesto la lesión de su
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.), en
su faceta de acceso a los recursos legalmente estable-

cidos, al realizar una interpretación del art. 377 L.E.C.
contraria al mencionado precepto constitucional y que
ha sido expresamente vedada por diversas Sentencias
de este Tribunal (SSTC 69/1987, 113/1988
y 162/1990, entre otras muchas). Se insiste en que,
puesto que el recurso de reposición se fundamentaba
en motivos de fondo, carecía de sentido citar preceptos
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, incurriendo el órgano
judicial en una interpretación rigorista y desproporcio-
nada que tiene como consecuencia la privación de recur-
sos reconocidos por la Ley.

4. Mediante providencia, de 11 de septiembre
de 1995, la Sección Tercera de este Tribunal acordó,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC,
conceder a los demandantes de amparo y al Ministerio
Fiscal un plazo común de diez días para que formularan
las alegaciones que estimasen pertinentes en relación
con la posible carencia manifiesta de contenido cons-
titucional de la demanda [art. 50.1 c) LOTC]. En sus
escritos de alegaciones, tanto los demandantes como
el Ministerio Fiscal solicitaron la admisión a trámite de
la demanda de amparo por entender que no concurría
la referida causa de inadmisión.

5. Mediante providencia, de 30 de octubre de 1995,
la Sección Tercera acordó admitir a trámite la demanda
de amparo y, de acuerdo con lo dispuesto en el
art. 51 LOTC, dirigir atenta comunicación al Juzgado
de Primera Instancia núm. 1 de Córdoba a fin de que,
en el plazo de diez días, remitiera certificación o fotocopia
adverada de las actuaciones correspondientes a los
autos de menor cuantía núm. 1.502/91, debiendo pre-
viamente emplazar a quienes hubieran sido parte en el
procedimiento para que, en el plazo de diez días, pudie-
ran comparecer en el recurso de amparo.

6. El 27 de noviembre de 1995 se registró en este
Tribunal el escrito del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Córdoba al que se acompañaban los tes-
timonios solicitados, señalándose, asimismo, que las par-
tes habían sido debidamente emplazadas.

7. El mismo 27 de noviembre se registró el escrito
presentado por el Procurador de los Tribunales don Anto-
nio de Palma Villalón, en nombre de «Comercial Rubio
Briceño, S. A.», en el que suplica se le tenga por per-
sonado, en nombre de su representada, en el presente
recurso de amparo.

8. Mediante providencia, de 18 de enero de 1996,
la Sección Cuarta acordó tener por personado y parte
en el procedimiento al Procurador don Antonio de Palma
Villalón, en nombre y representación de «Comercial
Rubio Briceño, S. L.», así como dar vista de las actua-
ciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal para
que en el plazo común de veinte días presentaran las
alegaciones que estimasen pertinentes.

9. La parte actora, en escrito registrado el 31 de
enero siguiente, ratificó las alegaciones recogidas en la
demanda de amparo y solicitó que se reclamaran del
Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Córdoba los
autos 577/94, tal y como se había pedido en el escrito
de recurso de amparo, por ser esencial para su reso-
lución.

10. Por providencia, de 5 de febrero de 1996, la
Sección Cuarta acordó, con suspensión del trámite con-
ferido en la anterior providencia, dirigir atenta comu-
nicación al mencionado Juzgado para que, en el plazo
de diez días, remitiera a esta Sala certificación o copia
adverada de las actuaciones correspondientes al juicio
declarativo de menor cuantía núm. 577/94.
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11. El Ministerio Público presentó su escrito de ale-
gaciones el 6 de febrero de 1996. En primer lugar el
Fiscal se plantea si, como exige el art. 44.1 a) LOTC,
se han agotado todos los recursos utilizables en la vía
judicial. Alude, en concreto, a la peculiar circunstancia
de que la recurrente en amparo hubo de acudir a un
segundo juicio en el que se dictó una Sentencia que
no fue recurrida en apelación, cuando de haber pros-
perado ese recurso, se hubiera colmado el derecho de
la recurrente. Tras subrayar este hecho, se distingue
entre un agotamiento material, que por las razones apun-
tadas no se habría producido y un agotamiento formal
que sí existiría y permitiría un examen del fondo de la
cuestión planteada. Desde esta última perspectiva, debe-
ría tenerse en cuenta únicamente el primero de los plei-
tos y en este caso habría que prescindir del derecho
a la ejecución y centrarse en el derecho de acceso al
recurso: lo relevante no sería el que no se hubiera satis-
fecho su crédito sino la denegación indebida y arbitraria
del derecho de acceso al recurso de reposición. Así plan-
teada la cuestión, se habría cumplido con el requisito
del art. 44.1 a) LOTC. Esta es la solución que, en apli-
cación del principio pro actione, propone el Ministerio
Público.

Entrando en el fondo de la cuestión planteada, recuer-
da el Fiscal la doctrina consolidada de este Tribunal sobre
la interpretación del art. 377 L.E.C., doctrina resumida
en la STC 213/1993 en la que se pone de relieve que
cuando el recurso de reposición se basa en razones de
fondo, se convierte en inútil la cita del precepto procesal
a la que se refiere el mencionado artículo de la Ley
adjetiva. En el caso de autos, era claro que la funda-
mentación del recurso se hacía de acuerdo con precep-
tos sustantivos (arts. 1.252 y 1.253 del Código Civil)
y, por eso, la providencia recurrida es contraria a la doc-
trina de este Tribunal. Con ella se privó a la recurrente
una resolución sobre el fondo de una cuestión de gran
calado jurídico y se impidió, asimismo, un recurso de
apelación ante la Audiencia Provincial que hubiera sido
posible si, como era procedente, la resolución hubiera
adoptado la forma de Auto. Por ello, concluye el Fiscal
afirmando que se ha producido la lesión denunciada,
procediendo, por tanto, el otorgamiento del amparo y
la retroacción de las actuaciones para que el Juzgado
dicte una nueva resolución.

12. El 15 de febrero de 1996 se recibieron los autos
remitidos por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1
de Córdoba y por proveído del día 22 siguiente la Sección
acordó dar vista de los mismos a las partes personadas
y al Ministerio Fiscal, para que, en el plazo común de
diez días, presentaran sus escritos de alegaciones.

13. El día 11 de marzo de 1996 se registró en este
Tribunal el escrito de los recurrentes en amparo, en el
que estos ratifican la fundamentación expuesta en el
escrito de demanda y en el posterior escrito de 25 de
septiembre de 1995.

14. El día 6 de marzo de 1996 el Fiscal ante el
Tribunal Constitucional presentó un nuevo escrito en el
que se da por instruido de los autos 577/94 y, con-
siderando que los mismos no afectan a las alegaciones
ya formuladas, interesa que se tengan por reproducidas.

15. Las alegaciones de «Comercial Briceño, S. A.»
se registraron el día 11 de marzo de 1996. De manera
escueta se afirma que en la providencia de 17 de marzo
de 1995 el Juzgado aplicó correctamente el art. 921
L.E.C., al denegar el embargo respecto de quien no había
sido condenado en pleito. En el recurso de reposición,

debió invocarse el mencionado precepto y al no hacerse
así, se motivó que el Juzgado inadmitiera el recurso.

16. Por providencia de 11 de diciembre de 1997,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 15 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo lo cons-
tituye la providencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Córdoba, de 24 de marzo de 1995, por la
que se inadmitió el recurso de reposición intentado frente
a providencia del día 17 de marzo anterior. El órgano
judicial acordó la inadmisión «por no citar la disposición
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, supuestamente infrin-
gida, como exige taxativamente el art. 377 L.E.C.».

2. Como cuestión previa de procedibilidad, debe-
mos examinar si, tal y como exige el art. 44.1 a) LOTC,
se ha agotado la vía judicial. El Ministerio Fiscal ha puesto
de relieve la peculiaridad del presente supuesto, en el
que se mezclan dos procedimientos distintos, en uno
de los cuales —el iniciado en segundo lugar— no se inter-
puso el oportuno recurso de apelación. Este dato no
puede llevar, sin embargo, a entender que no se ha cum-
plido con la obligación de agotar todos los recursos uti-
lizables dentro de la vía judicial. Como acertadamente
señala el Fiscal, la presente demanda de amparo no se
interpone frente a la apreciación por la Sentencia recaída
en el segundo proceso —y no recurrida— de la concurren-
cia de la excepción de cosa juzgada, sino frente a la
providencia recaída en la fase de ejecución de la Sen-
tencia que condenó a indemnizar a los ahora recurrentes
en amparo y, respecto de ella, se han agotado los recur-
sos legalmente procedentes ya que frente a la provi-
dencia que inadmite un recurso de reposición no cabe
nuevo recurso (art. 377 L.E.C.) y, de hecho, así se indicó
expresamente en la providencia de 24 de marzo
de 1995.

No hay, por tanto, obstáculos procesales que impidan
entrar a conocer del fondo del asunto. Ahora bien, la
necesaria separación entre los dos procedimientos en
juego, delimita al mismo tiempo el ámbito de este recur-
so de amparo, en el que no puede examinarse si con-
curría o no la excepción de cosa juzgada apreciada por
la segunda de las Sentencias y ni siquiera puede entrarse
a determinar si, en ejecución de la primera de ellas,
procedía o no el embargo de los bienes de don Antonio
Rubio Briceño. En realidad, y como bien se precisa en
el suplico de la demanda de amparo, lo que debemos
determinar es si la providencia de 24 de marzo de 1995,
al inadmitir el recurso de reposición por no haberse cita-
do ningún precepto de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
privándoles de un pronunciamiento sobre el fondo, ha
lesionado el derecho a la tutela judicial efectiva de los
recurrentes (art. 24.1 C.E.).

3. Centrados así los términos del debate procesal,
debemos poner de relieve que la cuestión suscitada ha
sido ya resuelta repetidas veces por este Tribunal, que
ha recordado que «la exigencia que el art. 377 L.E.C.
impone a quien formula un recurso de reposición de
citar expresamente en el escrito de interposición la dis-
posición de la Ley de Enjuiciamiento Civil infringida por
la resolución recurrida, no debe exigirse de un modo
rígido y formalista, que desconozca la finalidad que se
persigue con este requisito, por lo que cuando a través
del recurso de reposición lo que se impugne no sea
el incumplimiento de una norma de carácter procesal
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sino la infracción de un precepto sustantivo, que tenga
relación con el fondo de la cuestión debatida y no con
el procedimiento seguido, no cabe exigir al recurrente
que cite expresamente un precepto o disposición con-
creta de la Ley procesal; afirmar lo contrario significaría
tanto como obligarle a citar imaginarias infracciones de
preceptos procesales. Por consiguiente, cuando el recur-
so se fundamente exclusivamente en la infracción de
preceptos sustantivos, no existe obligación alguna de
citar normas procesales que no han sido vulneradas,
razón por la cual la inadmisión en estos casos del recurso
de reposición con apoyo en el art. 377 L.E.C., resulta
arbitraria y, por tanto, contraria al derecho a la tutela
judicial efectiva, de la que forma parte el derecho de
acceso a los recursos legalmente establecidos cuando
se cumplan los requisitos y presupuestos establecidos
por las leyes procesales (SSTC 69/1987, 113/1988,
162/1990, 213/1993, 172/1995)» (STC 194/1996,
fundamento jurídico 2). En este mismo sentido nos
hemos manifestado en las recientes SSTC 112/1997
y 127/1997.

4. En el presente caso, la providencia de 17 de mar-
zo de 1995 contenía una verdadera decisión sobre el
fondo y el recurso de reposición no se basó en motivos
formales, sino en la consideración de que, conforme a
los dispuesto en los arts. 1.903 y 1.252.3 del Código
Civil, procedía acceder a los embargos solicitados. El
recurso se basaba, por tanto, en razones sustantivas —y
no, como pretende la otra parte personada, en la posible
infracción del art. 921 L.E.C.— y, al rechazarlo de plano,
el órgano judicial ha incurrido en una aplicación del
art. 377 L.E.C. que, de acuerdo con la doctrina citada
(por todas, SSTC 112/1997 y 127/1997), resulta por
tanto arbitraria y, en consecuencia, vulnera el derecho
a la tutela judicial efectiva de los recurrentes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN

DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por doña
Ana Jiménez Risquez, en nombre propio y en el de sus
hijos menores Albino, Bárbara y Rafael Suárez Jiménez,
y, en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado a la recurrente
su derecho a la tutela judicial efectiva al inadmitirle el
recurso de reposición intentado.

2.o Restablecerle la integridad de su derecho y, a
este fin, declarar la nulidad de la providencia del Juzgado
de Primera Instancia núm. 1 de Córdoba, de 24 de marzo
de 1995, y retrotraer las actuaciones para que por el
referido Juzgado se dicte la resolución que en Derecho
proceda, respecto del recurso de reposición.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de diciembre de mil nove-
cientos noventa y siete.—José Gabaldón López.—Fernan-
do García-Mon y González-Regueral.—Rafael de Mendi-
zábal Allende.—Julio Diego González Campos.—Carles
Viver Pi-Sunyer.—Tomás S. Vives Antón.—Firmados y
rubricados.

1169 Sala Segunda. Sentencia 227/1997, de 15
de diciembre de 1997. Recurso de ampa-
ro 2.299/1996. Contra Auto del Juzgado de
Primera Instancia de Valverde del Camino dic-
tado en procedimiento judicial del art. 131
de la Ley Hipotecaria. Supuesta vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: no
constancia de título suficiente para amparar
la continuación de la situación posesoria exis-
tente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-
pos, don Carles Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.299/96, interpuesto
por don Domingo Gómez Martín, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Joaquina Hernández
Verde, contra Auto del Juzgado de Primera Instancia
de Valverde del Camino dictado en procedimiento judi-
cial del art. 131 de la Ley Hipotecaria, seguido a instancia
del Banco Atlántico en autos 195/94. Han comparecido
el Ministerio Fiscal y el Procurador don Juan Antonio
García San Miguel y Orueta y el Procurador don Francisco
José Abajo Abril en nombre y representación del «Banco
Atlántico S. A.» y de don Roberto González Ponce, res-
pectivamente. Ha sido Ponente el Magistrado don José
Gabaldón López, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 1 de junio de 1996 y registrado en este Tri-
bunal el 4 de junio, el ahora demandante, tras exponer
sucintamente el caso, interesó se le reconociese el bene-
ficio de justicia gratuita al objeto de interponer recurso
de amparo contra la resolución mencionada en el enca-
bezamiento. Y, una vez satisfechos los trámites perti-
nentes, la demanda, ya formalizada, se registró el 31
de octubre de 1996.

2. La demanda de amparo se fundamenta, en sín-
tesis, en los siguientes antecedentes de hecho:

a) El solicitante de amparo formalizó con don José
Limón Gómez, con fecha 4 de octubre de 1985, un con-
trato de arrendamiento rústico de una finca por tiempo
de treinta años.

b) Estando disfrutando del arrendamiento tuvo
conocimiento extrajudicial de que en el Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 1 de Valverde del Camino se seguía
procedimiento judicial sumario del art. 131 de la Ley
Hipotecaria bajo el núm. 195/94 a instancias del «Banco
Atlántico, S. A.», en ejecución de una hipoteca cons-
tituida por don José Limón Gómez gravando la finca
que tenía arrendada.

c) Mediante escrito de fecha 15 de febrero de 1996,
compareció ante el Juzgado para poner de manifiesto
su condición de arrendatario y solicitar se le tuviera por
parte en el procedimiento judicial sumario referenciado,
además de que se comunicara a los postores la exis-
tencia del arrendamiento para que no se vieran sorpren-
didos en su buena fe. Ambas pretensiones fueron recha-


